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INTRODUCCION

Tras el paréntesis del régimen franquista, ca-
racterizado no sélo por una politica de corte
rigidamente centralista, sino, méas adn, visce-
ralmente opuesta a los nacionalismos periféri-
cos, la restauraciéndela monarquia ird unida al
reconocimiento de las peculiaridades naciona-
les, yaanunciado en el Mensaje de la Corona, del
22 de noviembre de 1975.

En su declaracién programatica de 5 de julio de
1977, el Gabinete Sudrez ponia de relieve que la
institucionalizacién de las regiones en régimen
de autonomia constituia uno de los objetivos
gubernamentales, hallandose el Gobierno dis-
puesto a dar algiin paso transitorio ain antes de
que estuviese redactada la Constitucién. Y, en
efecto, un decreto ley de 29 de septiembre de
1977 restablecia con caracter provisional la
Generalidad de Catalufia, nombraba a Josep
Tarradellas presidente de la misma. El citado
Decreto Ley, como advirtiera Sdnchez Agesta' a
la par que un acto simbélico, habria el proceso
hacia una nueva estructura territorial del Esta-
do. No en vano en su mismo predmbulo se
significaba que tal regulacién no entrafiaba un
privilegio ni impedia “que férmulas parecidas
puedan emplearse en supuestos andlogos en
otras regiones de Espaiia”.

Y asihabria de acontecer. Un nuevo Decreto Ley,
del 4 de enero de 1978, aprobaba el régimen
preautondémico para el Pais Vasco. Le seguiria
otra disposicién del mismo rango, de fecha 16 de
marzo, por la que se regulaba el régimen preau-
tonémico para Galicia y, sucesivamente, otros
tantos decretos leyes darian vida legal a la
estructura preautonémica de Aragén, Canarias,
Pafs Valenciano, Andalucia, Baleares, Extre-
madura, Castilla y Leén, Asturias, Murcia y
Castilla-La Mancha.

De esta forma, se iniciaba la que se ha denomi-
nado “carrera de las autonomias”, que por lo
demds, sintonizaba a la perfeccién con la tesis de
la “generalizacién autonémica” defendida por el
Gabinete Sudrez y justificada por el ministro
responsable, Clavero Arévalo, en base a dos
argumentos fundamentales* de un lado, “por-
que si la autonomia es un derecho, es precisa-
mente un derecho que hay que reconocer a todos
los pueblos de Espafia”®; de otro, porque “el fené-
meno de la autonomia generalizada supone una
concepcién mas nacional y solidaria y, al mismo
tiempo, el fenémeno de la regionalizacién es hoy
un fenémeno universal de una mayor ocupacién
del espacio”.

Ahora bien, como se puso de relieve por algin
autor?, quizd la precipitada concesién de regime-
nes preautondmicos vino a crear problemas don-
de no los habia y a reactivar y exacerbar los que
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estaban amortiguados. Y en todo caso, y estonos
parece lo més relevante, las preautonomias su-
pusieron un indudable condicionamiento a la
actuacién del legislador constituyente, porque
aunque se sostuviera® que en el Proyecto de
nuestra actual Constitucion se seguia el modelo
del Estado regionalizable de la Segunda Repi-
blica, soslaydndose consecuentemente el otro
modelo posible, esto es, el modelo de Estado
regional caracteristico de la Constitucién italia-
na de 1947, la realidad nos muestra que la casi
total generalizacién preautonémica y el disefio
de un mapa regional que ello implicaba, al
margen de cualquier decisién constituyente, no
sélo anticiparia, como sefiala Vandellf®, opcio-
nes de fondo de la Constitucién, sino que, en
buena medida, vendria a condicionar el princi-
pio dispositivo sobre el que, formalmente al
menos, se asentaba el modelo constitucionaliza-
do en el Titulo VIII (“De la Organizacién Terri-
torial del Estado) de nuestra lex legum.
Circunscribiéndonos ya al iter constituyente,
diremos que el primer borrador de Anteproyecto
elaborado por la Ponencia Constitucional esta-
blecia de hecho un sistema federal. Su filtracién
a los medios de comunicacién social y, a su
través, a la opinién publica, desencadend tal
aluvién de criticas que, entre otros efectos, con-
dujo a un giro muy notable en la orientacién del
texto del Anteproyecto de Constitucién, publica-
do en el Boletin Oficial de las Cortes, el 5 de enero
de 1978.

En todo caso, el referido texto respondia a unos
planteamientos muchos m4s nitidos que el que
habria de ser texto definitivo de la Constitucién.
Y asi, su Titulo VIII regulaba en exclusiva los
Territorios Auténomos, margindndose de él a los
entes locales (contemplados por el Titulo V); el
Senado respondia con autenticidad a su natura-
leza de cdmara de representacién territorial,
configurdndose como auténtica cdmara autoné-
mica; se disefiaba un proceso homogéneo de
configuracién del Estado autonémico: una sola
via de acceso a la autonomia, una dnica forma de
elaboracién del Estatuto, una idéntica estructu-
ra organizativa para todos los Territorios Auté-
nomos y un solo sistema de distribucién de
competencias.



Comoen andlogo sentido advierte Pérez Royo®, el
punto de partida del constituyente espariol era,
pues, de una claridad notable, médxime tomando
en consideracién la complejidad del tema. A
partir del texto del Anteproyecto, con algunas
mejoras de tipo técnico se hubiera podido obte-
ner como resultado un Titulo VIII razonable-
mente claro y bien definido.

La disparidad de posturas existentes entre las
formaciones politicas’ hizo necesaria la via del
consenso. Este fue enormemente dificil de conse-
guir en el tema de la organizacién territorial del
Estado, hastael puntode provocar laruptura del
consenso y exigir la biisqueda de férmulas nue-
vas para conseguir el acuerdo. Todo ello propicié
elrecorrido de un itinerario que progresivamen-
te condujo de la claridad a la confusién. Y asi,
bien puede afirmarse con Pérez Royo® que, a
diferencia del Proyecto inicial, la Constitucién
se nos presenta como una simple norma para la
reorganizacién del Estado. Su contenido se cir-
cunscribe en este punto a la apertura de un
proceso histérico, mds que a una ordenacién
juridica de la estructura del Estado, aunque
evidentemente sicontiene los elementos a partir
de los cuales habra de construirse dicha ordena-
cién

Ahora bien, la no concordancia de las fuerzas
politicas presentes en el debate constituyente
acerca del modelo final del Estado autonémico
hacia el que encaminarse, conduciria a que le
Titulo VIII quedara reducido a un conjunto de
principios, limites y cauces procedimentales que
han de respetarse, pero que en modo alguno
delimitan el punto final hacia el que dirigirse®.
Cruz Villalén llega incluso a hablar en que
nuestra Constitucién ha operado una desconsti-
tucionalizacién de la estructura del Estado. En
efecto, se trata —afirma— de una Constitucién
que permite, sin modificacién formal alguna, lo
mismo un Estado unitario y centralizado, que
un Estado unitario pero descentralizado, que un
Estado sustancialmente federal, que, incluso,
fenémenos que rebasan los limites del Estado
federal para reconocer férmulas confederales.
Puede afirmarse, con absoluto rigor, concluye
Cruz Villalén, que nuestro pais carece de Cons-
titucién en un aspecto tan fundamental como es
el de la estructura del Estado. Y que esta des-
constitucionalizacién de la estructura del Esta-
do se ha operado en beneficio del Poder Legisla-
tivo, en cuyas manos queda sustancialmente
encomendada la tarea de configurar la Constitu-
cién material de nuestro Estado en lo relativo a
la distribucién territorial del poder?®®.

Es cierto que la postura defendida por Cruz
Villalén ha sido matizada por algin autor, cual
es el caso de Garcia de Enterria, para quien la
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anterior versién, aun partiendo de datos, evi-
dentemente, ciertos, destaca quizas exagerada-
mente la perspectiva de las indeterminaciones
constitucionales!’. En todo caso, lo que resulta
exacto es que el marco formal de nuestra norma
suprema se ha ordenado en exceso sobre un
principio dispositivo que si bien tiene su origen
en la Constitucién de 1931, considerado como
modelo con legitimidad histérica en la materia,
se debe de modo especial, a la par que a la
divergencia de posiciones en el debate constitu-
yente, al juicio politico sobre la conveniencia de
aplazar decisiones gravemente conflictivas en
un momento tan delicado como el de la discusién
acerca de la Constitucién, por las singulares
circunstancias de nuestra transicién politica.
Cuanto se ha expuesto ha conducido a un proceso
inverso al relatado; un proceso de clarificacién
orientado a concretar con precisiénla estructura
del Estado. Los llamados “Pactos Autonémicos”
entre el Gobierno centrista de UCD y el PSOE,
formalizados en 1981, hicieron posible una cier-
ta concrecién del sistema, que entre sus varias
posibilidades, se iba a encaminar hacia la gene-
ralizacién de una auténtica economia politica,
no meramente administrativa.

Un segundo elemento ha operado en pro de esa
indispensable clarificacién; nos referimos a la
importantisima labor desarrollada por el Tribu-
nal Constitucional que, bien resolviendo recur-
sos de inconstitucionalidad, bien conflictos de
competencia, ha ido desbrozando el complejo
entramado del Titulo VIII.

En todo caso, puede sostenerse que desde una
optica estructural, el Estado autonémico se haya
ya definido; sin embargo, si la perspectiva de
andlisis es la funcional, la conclusién no puede
ser idéntica. El complejisimo sistema de distri-
bucién de competencias disefiado, por el Titulo
VIII de 1a Constitucién ha hecho de todo punto
ineludible una activa intervencién del Tribunal
Constitucional, que ha asumido el complicado
proceso de racionalizacién del citado Titulo.
Dado que sélo ha podido enfrentarse con tal
proceso de sistematizacién caso por caso, su
contribucién a la interpretacién del Titulo VIII
ha sido, como sefiala Pérez Royo'?, fragmentaria
ynosistematica. Ellonoobstante, son tan nume-
rosas las ocasiones en que se ha recurrido a su
arbitraje en estos casi nueve afios de actuacién,
que su amplisima jurisprudencia se ha conver-
tidoen el elemento clave paralaexacta compren-
sién de los mecanismos que dan vida a nuestro
Estado autonémico.

A los aspectos que entendemos mds trascenden-
tales de la jurisprudencia del Tribunal relativa
a la estructura del Estado nos referiremos a
reglén seguido.



tipo de
Estado: el
Estado
autonomico.

EL ESTADO AUTONOMICO: PRINCIPIOS DE UNIDAD
Y AUTONOMIA

El articulo 2 de la Constitucién de 1978, a la par
que reconoce un derecho de las nacionalidades y
regiones que integran la nacién espafiola, esta-
blece un principio general de organizacién del
Estado. A tenor del mismo:

“La Constitucién se fundamenta en la indisolu-
ble unidad de la Nacién espaiiola, patria comtun e
indivisible de todos los espaiioles, y reconoce y
garantiza el derecho a la autonomia de las nacio-
nalidades y regiones que la integran y la solida-
ridad entre todas ellas.”

A través, pues, del reconocimiento del derecho a
la autonomia, Espafia se estructura en un nuevo
tipo de Estado: el Estado autonémico.
Laimprecisién de la formula, su dificil encaje en
las formas tradicionales de organizacién territo-
rial del Estado y la propia desconstitucionaliza-
cién de la estructura del Estado operada por
nuestra norma suprema, dejaban planteada la
delicada cuestién de la precisa determinacién de
la forma del Estado.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional
ha abordado este importante punto, al desechar
la tesis de que nuestra lex legum establezca un
Estado federal. Asi, en su Sentencia 4/198113 el
Tribunal sostiene:

“La Constitucién parte de la unidad
de la Nacién espafola que se consti-

Spaﬁa se tuye en Estado social y democritico
de Derecho, cuyos poderes emanan
del pueblo espaiiol enel quereside la

eStruCtura soberania nacional. Esta unidad se
traduce asf en una organizacién —el

en un nuevo

Estado— para todo el territorio na-
cional. Pero los érganos generales
del Estado no ejercen la totalidad del
poder piblico, porque la Constitu-
cién prevé, con arreglo a una distri-
bucidn vertical de poderes, la partici-
pacién en el ejercicio del poder de
entidades territoriales de distinto
rango, tal como se expresa en el arti-
culo 137 de la Constitucién”.

Y es que, a juicio del Tribunal, el
citado articulo 137 refleja “una
concepeién amplia y compleja del Estado, com-
puesto por una pluralidad de organizaciones de
carécter territorial dotadas de autonomia”.
La Sentencia 29/1981 vuelve a manifestarse en
términos similares, si bien aun con mayor rotun-
didad, al proclamar!® “el cardcter unitario del
Estado —como institucién compleja”, doctrina
que serd reiterada con ulterioridad?®.
En definitiva puede afirmarse que en Espaia
existe un solo Estado, politicamente descentra-
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lizado. No, pues, una federacién compuesta por
Estados, sino un Estado unitario complejo, en
cuanto integrado por una pluralidad de organi-
zaciones territoriales auténomas. Y, como bien
sostiene Aragon'’, ello no encierra una contra-
diccién, pues la aparente oposicién entre los
términos “Estado unitario” y “Estado compues-
to” se disuelve si se entiende, y asi parece enten-
derlo nuestro “intérprete supremo de la Consti-
tucién” (tal lo considera el articulo 1.1 de la Ley
Orgénica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal
Constitucional), que lo que se desecha es el
Estado simple.

El Estado unitario no es siempre un Estado
simple; éste quedaria circunscrito al Estado
unitario centralizado. En el caso espariol, el
Estado unitario politicamente descentralizado
aparece como compuesto por organizaciones te-
rritoriales auténomas. Nos encontramos asi ante
el Estado autonémico, que cobra su nombre del
principio general organizativo de la autonomia
en que se asienta!8, que se nos presenta como un
Estado complejo, integrado por unidades politi-
camente descentralizadas, esto es, por las Co-
munidades Auténomas.

Puede por todo ello afirmarse con el Tribunal
Constitucional que “el régimen autonémico se
caracteriza por un equilibrio entre la homoge-
neidad y diversidad del status juridico publico
de las Entidades territoriales que lo integran.
Sin la primera no habria unidad ni integracién
en el conjunto estatal; sin la segunda no existiria
verdadera pluralidad ni capacidad de autogo-
bierno, notas que caracterizan al Estado de las
Autonomias™®.

Unidad y autonomia constituyen, pues, dos ele-
mentos indisociables; forman la dos carasde una
misma moneda®. “El derecho de la autonomia de
lasnacionalidades y regiones —afirmars en otro
momento el Tribunal?'—, que lleva como corola-
rio lasolidaridad entre todas ellas, se da sobre la
base de la unidad nacional”.

Nos referiremos a continuacién a cada uno de
estos dos elementos.

La autonomia implica, como ya hemos adverti-
do, unas distribucién vertical del poder estatal,
que se atribuye a las diversas instancias con-



templadas por el art. 137 CE: “el Estado, titular
de la soberania; las Comunidades Auténomas;,
caracterizadas por su autonomia politica, y las
provincias y municipios, dotadas de autonomia
administrativa de distinto dmbito™.

La reflexién jurisprudencial que antecede admi-
te sin atisbo alguno de duda la diversidad de
contenidos del principio de autonomia, segiin se
predique de las Comunidades Auténomas o de
los entes locales. Mientras en un caso la autono-
mia se identifica con el autogobierno, en el otro,
se circunscribe a una mera descentralizacién
administrativa.

Ahora bien, écudl es el significado de autonomia
politica de que gozan las Comunidades Auténo-
mas? El Tribunal Constitucional también de
modo inequivoco, se ha pronunciado acerca de
tan trascendente cuestién:

“Resulta claro —manifiesta el Tribunal®— que
laautonomia hace referencia a un poderlimitado.
En efecto, autonomia no es soberania—y aun este
poder tiene sus limites—, y dado que cada organi-
zacién territorial dotada de autonomia es una
parte del todo, en ningin caso el principio de
autonomia puede oponerse al de unidad, sino que
es precisamente dentro de éste donde alcanza su
verdadero sentido, como expresa el art. 2 de la
Constitucién”.

Desde luego, el concepto de autonomia carece de
un sentido unitario; no en vano tal conceptoes de
dificil precisién sino se enmarca en coordenadas
concretas de tiempo y lugar y se entiende al
contexto normativo en que se emplea porque,
ciertamente, estamos ante un concepto
polisémico, relativo, histéricamente variable y
comprendido de forma diferente en los diversos
lugares en que se utiliza®.

En cualquier caso, la Constitucién diferencia
dos modalidades de autonomia, tal y como ya
indicamos con anterioridad: una, que se identi-
fica con el autogobierno, y que se predica tan sélo
de las nacionalidades y regiones; y otra, que
parece tener un perfil puramente administrati-
vo, que se propugna respecto de municipios y
provincias. Este tratamiento diferenciado pre-
senta a juicio de Trujillo® una divergencia no
desdefiable. Se trata de que mientraslas autono-
mias de las nacionalidades y regiones se enmar-
cadentro de los principios politicos fundamenta-
les definitorios del régimen politico que, en cuanto
contenidos en el Titulo Preliminar de la Consti-
tucidn, se sustraen no sélo a la competencia del
legislador ordinario, sino, ademds, al procedi-
miento normal de revisién constitucional del
art. 167 CE, la autonomia de los entes locales no
goza de tal proteccién en cuanto a la reforma
constitucional.
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El Tribunal Constitucional ha matizado su ju-
risprudencia con bastante precisién en lo que a
este doble tipo de autonomia se refiere. Y asi,
concibe a las Comunidades Auténomas, a dife-
rencia de los entes locales, como “entes dotados
de autonomia cualitativamente superior a la
administrativa”. Y en su importante Senten-
cia de 14 de julio de 1981, se reafirma en su
doctrina al sefialar que las comunidades Auté-
nomas “gozan de una autonomia cualitativa-
mente superior a la administrativa que corres-
ponde a los entes locales, ya que se afaden
potestades legislativas y gubernamentales que
lo configuran como autonomia de naturaleza
politica, cualquiera que sea el &mbito autonémi-
co”?,

Queda claro, pues, que el poder estatal se divide
verticalmente entre una serie de instancias de
las que nos interesan de manera especial estas
dos: la central o Estado en uno de los sentidos
que utiliza la Constitucién, y la autonémica o de
las Comunidades Auténomas, definidas por el
Tribunal Constitucional como “corporaciones
publicas de base territorial y de naturaleza
politica”.

Como acabamos de sefialar, la Constitucién
emplea el término Estado en un doble sentido.
Su delimitacién es de gran interés en orden a
una mads precisa concrecién de las Comunidades
Auténomas.

El Tribunal Constitucional abordé el tema en su
trascendental Sentencia de 28 de julio de 1981:

“Es obvio —aduce el intérprete supremo de la
Constitucidn—que el término Estado es objetoen
el texto constitucional de una utilizacién clara-
mente anfibolégica. En ocasiones (asi, articulos
1,586,137y en la propia ribrica de su Titulo VIII),
el término Estado designa la totalidad de la
organizacién juridico-politica de la nacién espa-
fiola, incluyendo las organizaciones propias de
las nacionalidades y regiones que laintegran y la
de otros entes territoriales dotados de un grado
inferior de autonomia; en otras, por el contrario
(asi, en los articulos 3.1, 149, 150), por el Estado
se entiende sélo el conjunto de las instituciones
generales o centrales y sus érganos periféricos,
contraponiendo estas instituciones a las propias
de las Comunidades Auténomas y otros entes
territoriales auténomos”.

El Tribunal, con esta doctrina, desecha el em-
pleo de la expresién “Estado central”, en oposi-
cién a otras entidades politicas del territorio
espafiol, optando por la de “instituciones gene-
rales o centrales”, en unos casos, y por la de
“6rganos generales” en otros.

Por ello mismo, aun aceptando que en cierto
sentido los 6rganos de las Comunidades Auténo-
mas son 6rganos parciales o particulares®, tesis



que cobraria intensa vida con la primera juris-
prudencia constitucional, que intenté vincular
el sistema de distribucién de competencias a la
teoria del “interés respectivo”, jurisprudencia
rdpidamente abandonada, como veremos con
mayor detenimiento en un momento posterior,
es lo cierto que las Comunidades Auténomas,
m4s precisamente, pueden ser consideradas como
instancias territoriales de naturaleza estatal,
que ejercen poderes estatales, independiente-
mente del ambito material sobre el que tales
poderes se proyecten, fijado por su respectivo
Estatuto de Autonomia®'.

Es importante significar por iltimo que las
relaciones entre el Estado y las Comunidades
Auténomas no se acomodan a una relacién de
supra-subordinacién. El Tribunal, reiterada-
mente, se ha referido a ello.

Ya en una de sus primeras Sentencias, la del 2
de febrero de 1981, tras reconocer —como una
consecuencia del principio de unidad y de la
supremacia del interés de la Nacién— la
necesidad de que el Estado quede colocado en
una posicién de superio-
ridad, tanto en relacién a
las Comunidades Auté-

LIl’O}’IOI’)’Ila nomas, como a los entes
. locales, precisaba queesa

y Umdﬂd “posicién de superiori-

dad... permite afirmar que

son /05 el principio de autonomfa

.. es compatible con la exis-

pr /I’]CI'UIOS tencia de un control de

. legalidad sobre el ejerci-

baS'/COS del ciode las competencias, si

bien entendemos que no

Estado se ajusta a tal principio la

L previsién de controles

AUEONOMICO.  genéricos e indetermina-

08”2, fruto de los cuales
sea la configuracién de
una relacién de subordi-

nacién o dependencia cuasi jerdrquica de unas
entidades respecto de otras.

Mis rotundamente si cabe, en su Sentencia de
22 de febrero de 1982, el Tribunal manifests que
“no se ajusta al principio de autonomia la previ-
sién de controles genéricos e indeterminados,
que impliquen dependencia jerdrquica de las
Comunidades Auténomas, respecto de la Admi-
nistracién del Estado™.

En definitiva, la necesaria posicién de superio-
ridad que corresponde al Estado no puede con-
fundirse con la existencia de una relacién de
supra —subordinacién entre el Estado y las
Comunidades Auténomas.

Por lo demds, tampoco puede pensarse que el
Estado monopolice el interés general. Ya en la
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Sentencia 25/1981, el Tribunal admitiza que las
Comunidades Auténomas no dejan de participar
en la vida general del Estado®, y en un voto
particular a la misma, formulado por cuatro
magistrados, se reconocia que las Comunidades
Auténomas, en una serie de supuestos, actian
encolaboracién con otros érganos constituciona-
les del Estado, promoviendo los intereses gene-
rales®.

El principio de unidad se nos presenta como
el otro elemento esencial sobre le que se funda-
menta la organizacién territorial del poder del
Estado. Su significacién estriba en el logrode la
integracién de la pluralidad de los centros de
gobierno a los que da lugar el principio de
autonomia en una unidad estatal armoénica, de
manera que se puedan dominar las fuerzas
centrifugas que presionan sobre una tal cons-
truccién estatal®. El Tribunal ha recordado a
este respecto que “la unidad politica, juridica,
econdémica y social de Espaiia impide su divisién
en compartimientos estancos”’.

El principio de unidad parece situarse con una
cierta prevalencia sobre el de autonomia, que
por lo demds, creemos plenamente compatible
con la indisociabilidad que debe regirlarelacién
entre ambos®, que en el mundo del Derecho debe
significar que la interpretacién constitucional
esté presidida por la armonizacién de ambos
principios, orientada a su vez, hacia la integra-
cién, enriquecedora de ambos®. El intérprete
supremo de nuestra Constituciénsehahechoeco
de tal conveniencia en su Sentencia 32/1981, en
la que orienta su labor hermenéutica a la bus-

. queda de una interpretacién que permita “armo-

nizar los principios de unidad y autonomia que
la Constitucién consagra (arts. 2 y 137)%.

Y uno de los cauces de integracién mas evidente
lo constituye la propia Constitucién, verdadera
clave de arco de la unidad del Estado y de su
ordenamiento, Como el propio Tribunal recuer-
da en la misma Sentencia anterior*!, “la Consti-
tucién es la norma suprema del Estado como
totalidad y, en consecuencia, sus principios obli-
gan por igual a todas las organizaciones que
forman parte de esa totalidad”.

Esta funcién de integracién se cumple a través



de diferentes mecanismos y técnicas, de diversa
naturaleza juridico-constitucional. Nosotros nos
referimos de inmediato a tres de los ma4s carac-
terizados principios de integracién constitucio-
nal: los de solidaridad, igualdad y unidad de
mercado.

PRINCIPIOS DE INTEGRACION CONSTITUCIONAL

La Constitucién espafiola contempla un conjun-
tode principios que hande regir el ordenamiento
juridico interno tanto del Estado como de las
propias Comunidades Auténomas. Con ellos se
trata de lograr un régimen juridico-constitucio-
nal comin en sectores de capital importancia,
tales como el ejercicio de los derechos y liberta-
des, la relacién entre las diversa instancias
estatales entre las que se distribuye vertical-
mente el poder y el propio marco socio-econémi-
co. Nos referimos en concreto a los principios de
igualdad, solidaridad y unidad de mercado.

a) Principio de igualdad

Laigualdad es uno de los principios que confor-
man la arquitectura bésica del edificio constitu-
cional, consagrado como valor superior del orde-
namiento juridico por el art. 1.1 CE y elevado
mads tarde a la categoria de derecho fundamental
en el art. 14, derecho que, en cierto modo, sirve
de presupuesto esencial a todos los demés dere-
chos fundamentales y libertades piblicas.
Aunque vamos a circunscribir nuestro estudio
del principio de igualdad a su proyeccién juris-
prudencial sobre las autonomias territoriales??,
haremos, sin embargo, unas consideraciones
previas.

Con caricter general, el Tribunal ha dejado
sentado que aunque es cierto que la igualdad
juridica reconocida en el art. 14 CE vincula y
tiene como destinatarios no sélo a la Adminis-
tracién y al Poder Judicial, sino también al
Legislativo, “ello no quiere decir que el principio
de igualdad contenido en dicho articulo impli-
que en todos los casos un tratamiento legal igual
con abstraccién de cualquier elemento diferen-
ciador de relevancia juridica™?. Igualdad no es
equiparable, en consecuencia a uniformidad. En
su Sentencia de 10 de noviembre de 1981, el
Tribunal concretard mds adn su posicién:

“El principio de igualdad juridica consagrado en
el art. 14 hace referenciainicialmente alauniver-
salidad de laley, pero no prohibe que el legislador
contemple la necesidad o conveniencia de dife-
renciar situaciones distintas y de darles un trata-
miento diverso, que puede incluso venir exigido,
en un Estado social y democritico de Derecho,
para la efectividad de los valores que la Constitu-
cién consagra... Lo que prohibe el principio de
igualdad juridica es la discriminacién, como de-
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clara de forma expresa el art. 14 de la Constitu-
cién, es decir, que la desigualdad de tratamiento
legal sea injustificada por no ser razonable™.

En definitiva, para el Tribunal Constitucional,
igualdad no es sinénimo de uniformidad, sino de
interdiccién de toda discriminacién. La igual-
dad puede verse modulada por la existencia de
elementos diferenciadores de relevancia juridi-
ca; no obstante, la posible desigualdad que de
ello se derive vulnerari el principio constitucio-
nal cuando no se justifique en razones objetivas,
Justificacién que habrd de ser apreciada en rela-
cién con la finalidad y efectos de la medida
considerada. En dltimo término, conviene preci-
sar que la igualdad reconocida en el art. 14 no
constituye un derecho subjetivo auténomo, exis-
tente por si mismo, pues su contenido viene
establecido siempre respecto de situaciones juri-
dicas concretas*.

En su proyeccién sobre la organizacién territo-
rial del Estado, el principic de igualdad muestra
dos manifestaciones diferenciadas: de un lado,
la igualdad juridica entre todas las Comunida-
des Auténomas; de otro, la igualdad de derechos
y obligaciones de los ciudadanos, que se traduce
bésicamente en la interdiccién de toda discrimi-
nacién en parte alguna del territorio nacional.

Por lo que se refiere a la igualdad juridica entre
Comunidades, ésta se plasma en su igual posi-
cién juridico-constitucional, o, como dice el Tri-
bunal, “éstas (las Comunidades Auténomas) son
iguales en cuanto a su subordinacién al orden
constitucional; en cuanto a los principios de su
representacién en el Senado (art. 69.5); en cuan-
to a su legitimacién ante el Tribunal Constitu-
cional (art. 162.1); o en cuanto que las diferen-
cias entre los distintos Estatutos no podr4n
implicar privilegios econémicos o sociales (art.
138.2)"6. Ahora bien el principio de igualdad
alcanza tan sélo a lo expuesto; quiere ello decir,
como el propio Tribunal recuerda®’, que cabe la
desigualdad en el procedimiento de acceso a la
autonomia, como, asimismo, en la determina-
cién concreta del contenido autonémico, es decir,
de su estatuto, y precisamente por ello, en su
propio dmbito o complejo competencial. Como ya
hemos tenido ocasién de exponer, el régimen
autonémico se caracteriza por un equilibrio en-
tre la homogeneidad y diversidad del status
juridico pidblico de las entidades territoriales
que lo integran®.

En cuanto a la igualdad de derechos y obligacio-
nes de los ciudadanos, cabe comenzar recordan-
do que el art. 139.1 CE prescribe que: “Todos los
espafioles tienen los mismos derechos y obliga-



ciones en cualquier parte del territorio del Esta-
do”. En concordancia con este principio, el art.
149.1.1 atribuye al Estado la competencia exclu-
siva sobre la regulacién de las condiciones bédsi-
cas que garanticen la igualdad de todos los
espaiioles en el ejercicio de los derechos y en el
cumplimiento de los deberes constitucionales.
De la trascendencia de los derechos fundamen-
tales dio cumplida cuenta el Tribunal en su
importante Sentencia 25/1981. En ella, vino a
reconocer el doble caracter de aquéllos: los dere-
chos fundamentales son derechos subjetivos,
pero al propio tiempo, son elementos esenciales
de un ordenamiento objetivo de la comunidad
nacional, circunstancia en la que se apoya para
proyectar los derechos fundamentales al conjun-
to estatal:

“En cuanto elemento fundamental de un ordena-
miento objetivo, los derechos fundamentales dan
sus contenidos bdsicos a dicho ordenamiento, en
nuestro caso al del Estado social y democratico de
Derecho, y atafien al conjunto estatal. En esta
funcién, los derechos fundamentales no estan
afectados por la estructura federal, regional o
autonémica del Estado. Puede decirse
que los derechos fundamentales, por
cuanto fundan un status juridico-cons-
titucional unitario para todos los espa-

para la configuracién del orden demo-
critico en el Estado central y en las
Comunidades Auténomas, son elemen-

fioles y son decisivos en igual medida S e Vu,”er a /a
lgualdad si
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4mbito del Derecho privado y... no es ahora re-
sueltamente asi en ningin d4mbito, puesto que la
potestad legislativa de que las Comunidades
Auténomas gozan potencialmente da a nuestro
ordenamiento unaestructura compuesta, por obra
de la cual puede ser distinta la posicién juridica
de los ciudadanos en las distintas partes del
territorio nacional”’.

La conclusién de todo ello es que para el Tribu-
nal, tan sélo existird vulneracién del principio
constitucional de igualdad, en cuanto una nor-
ma de una Comunidad afecte a una posicién
juridica fundamental de los ciudadanos o esta-
blezca alguna discriminacién entre los vecinos
delos distintos lugares del territorio
nacional.

Y en otro momento, a modo de re-
flexién complementaria de la prece-
dente, el Tribunal ha afirmado5? que
“cualquier desigualdad habra de es-
tar justificada y no habra de ser

to unificador, tanto mds cuanto el co- e af Cta discrimi{u’itoria no.podré afectar f’-
netio fo sy e wifcseitn,  SC I s ondiciones biscns e garant
compete al Estado™®. una pOS/C/OH les en el ejercicio de los derechos
Losderechosfundament-:alesoperan., jLII’ fdiCCl ;:0;1 Scf:;:e(:ioénrf ls:n. el tema que nos
Fa biem, en esta premiss no debe  [UNGAMENLA],  probiematica: s de st wna tey suto:

desprenderse la exigencia constitu-

cional de que el contenido de las
regulaciones que, directa o indirec-

tamente, afecten a la posicién de los ciudadanos,
hayan de ser necesariamente idénticas en todas
las partes del territorio del Estado. El Tribunal,
inequivocamente, se pronuncia en esta direccién.
En su Sentencia 37/1981, sienta la doctrina de
que el principio de igualdad en derechos y obli-
gaciones de todos los espafioles en cualquier
parte del territorio nacional “no puede ser enten-
dido en modo alguno como una rigurosa y mono-
litica uniformidad del ordenamiento de la que
resulte que, en igualdad de circunstancias, en
cualquier parte del territorio nacional, se tienen
los mismos derechos y obligaciones™?,
Justifica el Tribunal tal consideracién en que:

“esto no ha sido nunca asf entre nosotros en el
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némica cumple las exigencias del

principio de reserva de ley del art.

53.1 de la Constitucién, cuestién re-
suelta por el Tribunal en su Sentencia 37/1981%,
¥ que abordaremos en un momento ulterior.

b) Principio de Solidaridad

El art. 2 de nuestra norma fundamental consa-
gra, como ya tuvimos ocasién de indicar, el
principio de solidaridad. En él se viene a subra-
yar la solidaridad como un hecho con la consi-
guiente obligacidn de garantizar su existencia,
aun cuando nada se sefiale acerca del contenido
de tal solidaridad. Por contra, al art. 138.1 CE
enuncia como un deber del Estado la realizacién
de este principio, significdndose con ello la nece-
sidad de garantizar “la realizacién efectiva del
principio de solidaridad”. Al unisono, el citado
art. 138.1 recoge una primera definicién de lo



que se ha de entender por solidaridad: “el esta-
blecimiento de un equilibrio econémico, adecua-
doyjusto, entre las diversas partes del territorio
espafiol”.

El Tribunal Constitucional ha sido extremada-
mente parco a la hora de pronunciarse en su
jurisprudencia acerca de este principio; de esta
forma, se ha limitado a considerar la solidaridad
como el corolario del derecho a la autonomia de
las nacionalidades y regiones, para, mas adelan-
te, manifestar® que es el gobierno quien esta
llamado prioritariamente, unto a las Cortes
Generales, a velar por la efectiva realizacién del
principio de solidaridad. Puede justificarse lo
anterior sobre la base de que “la Constitucién
fija una serie de objetivos de caracter econémico
cuya consecucién exige la adopcién de medidas
de politica econémica aplicables con cardcter
general a todo el territorio nacional”®; evidente-
mente, entre esos objetivos, el logro de un equi-
librio econémico destaca sefialadamente.
Como ha advertido la doctrina, la solidaridad
se traduce, de un lado, en un limite negativo
frente al ejercicio de las competencias de cada
instancia estatal, o lo que es igual, en la obliga-
cién de actuar desde el respeto a los intereses del
conjunto, y de otro, en el fundamento de ciertas
obligaciones positivas, que afectan tanto al Es-
tado como a las Comunidades Auténomas, par-
ticularmente en el terreno de la actividad econé-
mica, como hemos visto reconoce el propio Tribu-
na, y formula positivamente el art. 158.2 CE, al
prever la constitucién de un Fondo de Compen-
sacién, orientado a la correccién de los equili-
brios econémicos interterritoriales y a hacer
efectivo el principio de solidaridad.

¢) Principio de Unidad del Orden Econémico

En la Constitucién de 1978 existen un conjunto
de normas destinadas a proporcionar el marco
juridico fundamental para la estructura y fun-
cionamiento de la actividad econdmica; integran
lo que se ha dado en llamar la “constitucién
econémica”. Ese marco, como ha reconocido el
Tribunal Constitucional®’, implica la existencia
de unos principios basicos del orden econémico
que han de aplicarse con cardcter unitario, uni-
dad reiteradamente exigida por la Constitucién,
cuyo Preambulo garantiza la existencia de “un
orden econémico social y justo”, y cuyo art. 2
establece un principio de unidad que se proyecta
en la esfera econémica por medio de diversos
preceptos constitucionales, entre los que es de
destacar el art. 139.2, a cuyo tenor:

“Ninguna autoridad podrs adoptar medidas que
directa o indirectamente obstaculicen la libertad
de circulacién o establecimiento de las personas
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ylalibre circulacién de bienes en todo el territorio
esparfiol”.

Porotra parte, como bienrecuerda el Tribunal®®,
la Constitucién fija una serie de objetivos de
cardcter econémico cuya consecucién exige la
adopci6én de medidas de politica econdmica apli-
cables con cardcter general a todo el territorio
nacional. Esta exigencia de que el orden econé-
mico nacional sea uno en todo el ambito del
Estado se convierte en imperiosa en aquellos,
como el nuestro, que tienen una estructura in-
terna no uniforme, sino plural o compuesta
desde el punto de vista de su organizacién terri-
torial. Desde esta Gptica, la unicidad del orden
econémico ha de considerarse como “un presu-
puesto necesario para que el reparto de compe-
tencias entre el Estado y las distintas Comuni-
dades Auténomas en materias econémicas no
conduzca a resultados disfuncionales y desinte-
gradores”.

Esta unidad del orden econémico, por lo general,
ha sido interpretada expansivamente por el Tri-
bunal Constitucional. En su Sentencia 96/1984,
al hilo de la interpretacién en torno a la regla
undécima del art. 149.1 CE, que atribuye al
Estado la competencia exclusiva para el estable-
cimiento de las “bases de la ordenacién del
crédito, banca y seguros”, y tras vincular la
distribucién de competencias en materia de or-
denacibn del crédito a los principios bésicos del
orden econémico, subraya “la especial vincula-
cién de las competencias normativas y ejecucién
de la Comunidad Auténoma del Pais Vasco en
materia de crédito a una politica crediticia co-
mun que habra de formular el Estado mediante
dichas bases™®.

De alguna manera, puede afirmarse que, a juicio
del Tribunal, el principio de unidad econémica
opera como titulo habilitante para la adopcién
por el Estado de las decisiones basicas en cuanto
se refiere a la politica econémica. “Corresponde
al Estado—dird en otro momento el Tribunal®—
la ordenacién de la actuacién econémica gene-
ral, lo cual ha de interpretarse como ordenacién
de la actuacién econémica de todos los sectores y
del propio Estado conrelacién a ellos, es decir, de
la propia intervencién del Estado en materia
econémica”.

Ahora bien, esta actuacién del Estado, a través
de sus 6rganos, no puede llegar “a un vaciamien-
to de las competencias asumidas por la Comuni-
dad”, cuando, como en el caso contemplado porla
Sentencia 29/1986, en materia de planificacién,
le habia sido atribuida a la Comunidad Auténo-
ma Gallega una cierta competencia por el Esta-
tuto. De todo ello se deduce la necesidad de
articular la competencia estatal y autonémica,



articulacién que intenta llevar a cabo el Tribu-
nal en materia de planificacién:

“Desde esta perspectiva parece claro que, cuando
para conseguir objetivos de la politica econémica
nacional, se precise una accién unitaria en el
conjunto del territorio del Estado, por la necesi-
dad de asegurar un tratamiento uniforme de
determinados problemas econémicos o por la es-
trecha interdependencia de las actuaciones a
realizar en distintas partes del territorio nacio-
nal, el Estado, en el ejercicio de la competencia de
ordenacién de la actuacién econémica general,
podré efectuar una planificacién de detalle, siem-
pre, y sélo en tales supuestos, que la necesaria
coherencia de la politica econémica general exija
decisiones unitarias y no pueda articularse sin
riesgo para la unidad econémica del Estado a
través de la fijacién de bases y medidas de coordi-
nacién”s,

De este modo, la unidad del orden econémico
viene a propiciar una interpretacién bastante
expansiva de la competencia que al Estado atri-
buye el art. 149.1.13 sobre las “bases y coordina-
cién de la planificacién general de la actividad
econémica”.

La unicidad del orden econémico trae como con-
secuencia, a su vez, el principio de unidad de
mercado, esto es, la existencia de un mercado
Unico, que, a juicio del Tribunal, supone por lo
menos la libertad de circulacién sin traba por
todo el territorio nacional de bienes, capitales,
servicios y mano de obra y la igualdad de las
condiciones b4sicas de ejercicio de la actividad
econémica®?. Ahora bien, tal unidad no significa
uniformidad, ya que la misma configuracién del
Estado espafiol y la existencia de Entidades con
autonomia politica, como son las Comunidades
Auténomas, supone necesariamente una diver-
sidad de regimenes juridicos.

Légicamente, el Tribunal opera con criterios
similares a los manejados respecto al principio
de igualdad®. Estos criterios iban a quedar
nitidamente expresados en la Sentencia 37/
1981, dictada en el recurso de inconstitucionali-
dad 184/1981, promovido por el Presidente del
Gobierno contra la Ley del Parlamento Vasco
sobre Centros de Contratacién de Cargas en el
Transporte Terrestre de Mercancias, recurso en
que uno de los motivos de impugnacién consistia
en la presunta violacién del principio de libre
circulacién de bienes del art. 139.2 CE.
ElTribunal, enlo que ahora nos atafie, comienza
reconociendo en cualquier normativa local que,
dentro de su ambito competencial propio, esta-
blezca un ente de esta naturaleza (Municipio,
Provincia o Comunidad Auténoma) respecto del
transporte o de la carga y descarga de mercan-
cias, o sobre la concurrencia de ofertas y deman-
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das de transporte, puede incidir sobre la circula-
cién de personas y bienes, tras lo cual, precisa
que “no toda incidencia es necesariamente un
obstéaculo”.

“Lo ser4, sin duda —afade el Tribunal®—, cuan-
do intencionalmente persiga la finalidad de obs-
taculizar la circulacién, pero, ... no sélo en ese
caso, sino también en aquellos otros en los que las
consecuencias objetivas de las medidas adopta-
das impliquen el surgimiento de obstdculos que
no guardan relacién con el fin constitucionalmen-
te licito que aquellas persiguen”.

Aparte, pues, del elemento puramente subjeti-
vo, esto es, de la intencionalidad de la obstacu-
lacién de la libre circulacién de bienes, entra en
juegoun segundo elemento: los resultados que se
derivan de las medidas adoptadas; ello supone,
a nuestro modo de ver,
que debe surgir un impe-
dimento grave de la liber-

a L{I’IICIdad tad de circulacién, des-
proporcionando con la fi-

df/ Of'den nalidad constitucional-
L. mente licita que aquellas
economico medidas persiguen; con
. . ello, se pone en juego, una
[mp/ Ica la vez més, el principio de

proporcionalidad, con ol-

€Xi Stenda de vido de la finalidad perse-
guida por la medida to-

i mada.
un me Cado Esta doctrina ha sido re-
[:[mc 0. afirmada, con mayor niti-

dez sicabe, por la Senten-

cia 88/1986, en la que el

Tribunal intenta recopi-
lar las caracteristicas que deben reunir las in-
tervenciones de los diversos poderes piblicos en
el ambito econdémico, a fin de conseguir la com-
patibilidad entre la unidad econdémica de la
Nacién y la pluralidad juridica que deriva de la
autonomia; son esas caracteristicas las que si-
guen: 1. Que la regulacién econémica se lleve a
cabo dentro del 4mbito de la competencia de la
Comunidad; 2. Que esa regulacién, en cuanto a
introductora de un régimen diverso del o de los
existentes en el resto de la Nacién, resulte pro-



porcionada al objeto legitimo que se persigue, de
manera que las diferencias y peculiaridades en
ella previstas resulten adecuadas y justificadas
por su fin, y; 3. Que quede en todo caso a salvola
igualdad bésica de todos los espafioles®s.

Consecuentemente con esta doctrina, la evalua-
cién de si una determinada normativa vulnera o
no los mandatos constitucionales pertinentes a
la unidad de mercado, exige la aplicacién de los
precedentes criterios a las normas de en cues-
tién, precisando su cobertura competencial, la
intensidad de la diversidad que introducen, y su
ordenacién y proporcionalidad al fin que persi-

guen.

LA INICIATIVA AUTONOMICA Y EL PRINCIPIO
DISPOSITIVO

Como ya hemos advertido en un momento ante-
rior, la Constitucién de 1978, al igual que la de
1931, por lo menos formalmente, no traza un
mapa regional, sino que se asienta en el princi-
pio dispositivo, esto es, opera a través de una
remisién de los Estatutos de autonomia, fijando
tan sélo las diferentes vias a cuyo través pueden
constituirse las Comunidades, a la par que esbo-
za un marco autonémico general, tanto en orden
a la distribucién de competencias, como a la
organizacién institucional autonémica.

El Tribunal ha abordado esta cuestién en su
Sentencia 16/1984, en la que reconoce y disefia
el alcance del principio dispositivo:

“Frente a la autonomia municipal y provincial
—afirma el Tribunal®—, el acceso a las naciona-
lidades y regiones ala autonomia aparece regula-
do en la Constitucién de acuerdo con unos princi-
pios dispositivos que permiten que el régimen
autondémico se adeciie en cada caso alas peculiari-
dades y caracteristicas de esas regiones y nacio-
nalidades”.

Responde, pues, el principio dispositivo a la
propia diversidad de los territorios que pueden
acceder a la autonomia. Este principio, como
admite el Tribunal en la misma Sentencia ante-
rior, alcanza a materias como: la denominacién
a adoptar, que podrd acomodarse a la tradicién
histérica; el procedimiento de accesoala autono-
mia, que presenta diversas modalidades; las
competencias a asumir, y las propias institucio-
nes de los entes autonémicos. Como consecuen-
cia de todo ello, el acceso a la autonomia se ha
producido por vias diversas, configurdndose en
formas muy distintas de un caso a otro.

Ello no obstante, la Constitucién contiene una
serie de preceptos y disposiciones referentes a la
ordenacién de este proceso de reestructuracién
territorial del Estado, de los que se excluye el
principio dispositivo, al fijar un conjunto de
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normas a las que los entes autonémicos deben
atenerse. Una vez mas, en su Sentencia 16/1984,
el Tribunal enumera, sin d4nimo exhaustivo, los
preceptos que a lo largo y ancho de todo el texto
constitucional son de obligado cumplimiento por
los entes autonémicos, con lo que ello implica las
excepciones al principio dispositivo. Se refiere el
Tribunal a los siguientes®”:

a) Incompatibilidades entre la pertenencia de
diputado y senador a las Cortes Generalesya
las Asambleas autondémicas (art. 67.1 CE).

b) Designacién de senadores (art. 69.5 CE).

c) Exigencia del caracter de Ley Orgdnica para
las que aprueben los Estatutos de Autonomia
(art. 81.1 CE).

d) Limites a los Decretos Leyes en cuanto a la
modificacién del régimen autondémico (art.
86.1 CE).

e) Requerimiento de informacién y ayuda por
parte de las Camaras de las Cortes Generales
(art. 109 CE).

f) Participacién en los proyectos de planifica-
cién (art. 131 CE).

g) Extensién de la competencia del Tribunal
Constitucional (art. 161 CE).

Como ya hemos advertido, esta enumeracién de
limites frente al principio dispositivo no es en
modo alguno axhaustiva; no sélo existen otros
preceptos de obligado cumplimiento para los
entes territoriales en el articulado constitucio-
nal, sino que en una cuestién de tanta trascen-
dencia comola iniciativa autonémica, el art. 144
¢/ de nuestra norma suprema fija un nuevo
limite de indudable importancia frente a aquel
principio; nos referimos a la sustitucién de la
iniciativa de las Corporaciones locales a que se
refiere el art. 143.2 CE, por las Cortes Genera-
les, mediante ley orgdnica, por motivos de inte-
rés nacional.

Esta previsién constitucional tendria ocasién de
aplicarse en relacién a la provincia de Segovia,
cuyas Corporaciones locales —pese a quedar
incluida la provincia en el régimen preautoné-
mico de Castilla y LLe6n— se manifestarian en
contra de su incorporacién a la futura Comuni-
dad Auténoma de Castilla y Le6n, optando en un
primer momento por la constitucién de una
Comunidad uniprovincial. Las Cortes Genera-
les, a través de la Ley Orgadnica 5/1983, de 1 de
marzo, incorporarian a la provincia de Segovia
al proceso autonémico de Castilla y Leén. Un
recurso de inconstitucionalidad suscrito por 54
senadores de Alianza Popular, partido de la
oposicién, seria resuelto por el Tribunal median-
te la Sentencia 100/1984.

En ella, el Tribunal sentar4 una doctrina defini-



tiva en orden a la delimitacién del principio
dispositivo por el art. 144 ¢/ CE.

Parte el Tribunal de la necesaria diferenciacién
entre el derecho a la autonomia que la Constitu-
cién reconoce y garantiza a las nacionalidades y
regiones,y el derecho alainiciativa autonémica.
Precisa a continuacién que la provincia de Sego-
via es titular de un derecho a tal iniciativa, “pero
ello no significa, sin mas, que directamente
emanado de la Constitucién, Segovia, o cual-
quier otra provincia, tenga un derecho a consti-
tuirse en Comunidad Auténoma uniprovincial,
pues han de ser las Cortes generales las que
verifiquen si en Segovia concurre el requisito
que el art. 143.1 CE exige al respecto, esto es, si
se trata de una provincia 'con entidad regional
histérica’, y si, por otra parte, en su proceso
hacia la autonomia se han cumplido las exigen-
cias del art. 143.2 CE”®,

Entresaca el Tribunal del razonamiento prece-
dente que “las provincias uti singuli no son
titulares de un derecho de autonomia en el
sentido del art. 2 de la Constitucién, sino de un
derecho a ejercerlainiciativa auton6mica”?. Por
otro lado, es evidente que existen limites en
favor del interés nacional frente a la voluntad
que una determinada provincia pueda tener de
configurarse como Comunidad Auténoma uni-
provincial.

A la vista de cuanto se ha expuesto, nuestro
supremo intérprete de la Constitucién precisa su
doctrina en torno a la cldusula del art. 144 ¢/ CE:

“La facultad conferida por la Constitucién a las
Cortes, representantes del pueblo espariol, titu-
lar indiviso de la soberania, para sustituir la
iniciativa de las Corporaciones Locales del art.
143.2 CE, no debe entenderse limitada sélo a los
supuestos en que no haya habido tal iniciativa o
cuando ésta haya sido impulsada pero se haya
frustrado en cualquiera de sus fases, sino que
debe considerarse extensible también a la hipéte-
sis en que las Corporaciones del 143.2 de la CE
excluyeran en algin caso una iniciativa autoné-
mica que las Cortes entiendan de interés nacio-
nal™.

No estamos, por todo ello, ante una mera habili-
tacién a las Cortes para la sustitucién en algin
supuesto de la iniciativa de las Corporaciones
locales, sino, bien al contrario, ante “una norma
de cierre del sistema” —tal y como otro contexto
consideraba el Tribunal™ al art. 150.3 CE™>—, o
lo que es igual, ante “una cldusula que cumple
una funcién de garantia respecto a la viabilidad
misma del resultado final del proceso autondémi-
co”.

En definitiva, la Constitucién, que no configura
el mapa autonémico, no ha dejado su concrecién
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tan sélo a la disposicién de los titulares de
iniciativa autonémica, sino que ha querido dejar
en manos de las Cortes un mecanismo de cierre
para la eventual primacia del interés nacional.
En conexién con el ejercicio del derecho a la
iniciativa autondémica, el Tribunal ha tenido
ocasién de pronunciarse acerca del alcance de la
intervencién de las Corporaciones locales en el
proceso de constitucion de la Comunidad Auté-
noma, en su Sentencia de 28 de septiembre de
1984.

El supuesto de hecho que motivé la intervencién
del Tribunal puede resumirse como sigue. Adop-
tado el acuerdo por la Diputacién Provincial de
Leén y por un total de 158 Ayuntamientos de la
propia provincia, de ejercitar la iniciativa con-
templada en el art. 143.2 CE para constituir con
otras provincias la Comu-
nidad Auténoma de Cas-
tilla y Leén, la Diputa-
cién revocaba su anterior
acuerdo (el 13 de enero de

E [ interés

1983) en un momento ya nac /Ona/
muy avanzado de la tra- .

mitacién parlamentaria pﬂma Sobre
de la que habria de ser

Ley Orgédnica 4/1983, de

25 de febrero, del Estatu- /a VO/untad
to de Autonomia de Casti- de formar
lla y Leén, y en todo caso,

como es obvig, posterior a un ente

la convocatoria de la

asamblea a que alude el auténoma

art. 146 CE™. En su nuevo
acuerdo, la Diputacién de
Ledn aprobaba iniciar el
procesoparala constitucién del ente autonémico
uniprovincial de Leén. Remitida la notificacién
de tal acuerdo al Congreso de los Diputados, la
Mesa de la Cdmara decidia no suspender la
tramitacién del Proyecto de Estatuto de Autono-
mia de Castilla y Leén. Aprobada la Ley Orgs-
nica 4/1983, ésta era recurrida por 54 senadores
de Alianza Popular, recurso que se cerraba con
la Sentencia 89/1984.

Parte el Tribunal en sus razonamientos de la
prescripcién del art. 143.2 CE, regla comtn en la
materia y de aplicacién al caso™. Este precepto



atribuye bien a las claras a la Diputacién Pro-
vincial y a los Municipios la facultad de impul-
sar la constitucién de la provincia en Comuni-
dad Auténoma o la de constituir una tal Comu-
nidad con otras provincias que manifiesten asi-
mismo una voluntad concordante. Entiende el
Tribunal que una vez adoptados los pertinentes
acuerdos en tal sentido se produce “un impulso
del proceso de constitucién de la comunidad
auténoma”, si el que ésta no podria constituirse
o no podria abarcar a la provincia en que faltan,
salvo que las Cortes Generales hiciesenusodela
facultad que les concede el art. 144 ¢/ CE.
Ahora bien, que tal impulso inicial sea necesario
—salvo la hipdtesis excepcional indicada— no
significa que haya de mantenerse en lo sucesivo
vy que, como pretendian los recurrentes, la revo-
cacién del acuerdo de la Diputacién Provincial
hubiera de suponer que la provincia tuviera que
eensiderarse excluida de la Comunidad Auténo-
ma en cuestién.

Justifica el Tribunal tal interpretacién en la
separacién de dos fases perfectamente diferen-
ciadas en el proceso de constitucién de la Comu-
nidad: la primera incluye los actos de iniciativa,
o de primera impulsién del proceso, que agotan
sus efectos cuando éste ha entrado en la siguien-
te fase; la segunda, por contra, tiene un objeto
dispar: el régimen juridico futuro del territorio
que ya ha manifestado su voluntad de consti-
tuirse en Comunidad Auténoma. Los sujetos
activos del proceso y el objeto de la actividad én
que éste se despliega son en ambas fases diver-
sos:

“Los Ayuntamientos y la Diputacién —razona al
respecto el Tribunal Constitucional”— impul-
san un proceso pero no disponen de él, por ladoble
razén de que, producido vdlidamente el impulso,
son otros los sujetos activos del proceso y otro
también el objeto de la actividad en que éste se
despliega... El sujeto del proceso no estd integra-
do ya, como en su fase de impulsién preliminar,
por las Diputaciones y Municipios, sino que es un
nuevo 6rgano que nace porque ya se ha manifes-
tado la voluntad impulsora y que expresa ahora
la del territorio en su conjunto; y esa voluntad ya
tiene un objeto distinto, el régimen juridico futu-
ro del territorio que ya ha manifestado su volun-
tad de constituirse en la Comunidad Auténoma
mediante actos de iniciativa que ya han agotado
sus efectos”.

Por todo ello, el Tribunal estima que “admitir
que tras la convocatoria de la asamblea a que se
refiere el art. 146 cualquier provincia puede
desvincularse del proceso, seria tanto como afir-
mar que en cualquier momento puede poner fin
al proceso autonémico obligando a reabrir otro
con distinto objeto y objeto también diferente”.
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Y la ordenacién del proceso obliga mas bien a la
conclusién contraria, que, por lo demés, a nues-
tro juicio, supone de alguna manera una cierta
delimitacién del principio dispositivo, en cuanto
afecta al ejercicio del derecho a la iniciativa
autondémica, que no puede entenderse como una
posibilidad abierta de desvincularse en cual-
quier momento de unacto deimpulsooiniciativa
de los contemplados por el art. 143.2 CE, con la
finalidad de reapertura de un proceso autonémi-
co divergente.

LOS ESTATUTOS DE AUTONOMIA: NATURALEZA,
CONTENIDO Y REFORMA

Como ya hemos visto, la Constitucién de 1978,
en virtud del principio dispositivo, remite el
proceso de creacién de Comunidades Auténomas
a las propias colectividades afectadas, que lo
verdan culminado a través de la aprobacién de su
Estatutode Autonomia, considerado pornuestro
supremo intérprete de la Constitucién como la
“norma fundacional de la Comunidad Auténo-
ma”". No en vano el modelo de Estado autonémi-
co disefiado por nuestros constituyentes reque-
ria para su culminacién de la aprobacién y
ulterior promulgacién de los distintos Estatutos
de Autonomia.

En su Sentencia 76/1988, el Tribunal se pronun-
ciaria con nitidez acerca de esta cuestién. La
Sentencia ponia fin al recurso de inconstitucio-
nalidad 119/1984, presentado por 54 senadores
de Alianza Popular frente a determinados pre-
ceptos de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, del
Parlamento Vasco, sobre “relaciones entre las
Instituciones comunes de la Comunidad Auté-
noma y los érganos forales de sus Territorios
Histéricos”.

El Tribunal abordaria en ella el significado de la
Disposicién adicional 1 CE™, Partiria al efecto
de 1a consideracién de que™:

“La Constitucién no es el resultado de un pacto
entre instancias territoriales histéricas que con-
serven unos derechos anteriores a la Constitu-
cién y superiores a ellas, sino una norma del
poder constituyente que se impone con fuerza
vinculante general en su 4mbito, sin que queden
fuera de ella situaciones 'histéricas’ anteriores.
En este sentido, y desde luego, la actualizacién de
los derechos histéricos supone la supresién, o no
reconocimiento, de aquellos que contradigan los
principios constitucionales. Pues serd de la mis-
ma Disposicién adicional primera CE y no de su
legitimidad histérica de donde los derechos histé-
ricos obtendran o conservarén su validez y vigen-
cia”®.

Dicho esto, considera el Tribunal que lo que se
viene a garantizar por la referida Disposicién
adicional es la existencia de un régimen foral, es



parte del
blogue de
constitucio-
nalidad.

decir, de un régimen propio de cada territorio
histérico de autogobierno territorial, en definiti-
va de su “foralidad”. “La garantia constitucio-
nal supone que el contenido de la foralidad debe
preservar tanto en sus rasgos organizativos como
en su propio ambito de poder, la imagen identi-
ficable de ese régimen foral tradicional™!. En
este nucleo identificable lo que se asegura; de
este modo, el Tribunal recurre a la técnica de la
“garantia institucional™?® Esta garantia tan
s6lo sera desconocida cuando la institucién sea
limitada de tal modo que se le prive préactica-
mente de sus posibilidades de existencia real
como institucién para convertirse en un simple
nombre. Dentro de estos limites, sera el proceso
de actualizacién previsto en la Disposicién adi-
cional primera el cauce a través del cual corres-
pondera precisar el contenido concretoque, en el
nuevo marco constitucional y estatutario, se da
al régimen foral de cada uno de los territorios
histéricos, garantizado por la Constitucién.
Ello supone, segin el Tribunal, que, junto a la
actualizacién que la Constitucién por si misma
lleva a cabo, es el Estatuto de Autonomia el
elemento més decisivo de actualizacién enlo que
a los regimenes forales de los tres territorios
histéricos integrados en la Comunidad Auténo-
ma del Pais Vasco se refiere. Y es
que el Estatuto de Autonomia se
configura como norma fundacio-

0s €Sl’67tul'05 nal de la Comunidad Auténoma
L. del Pais Vasco, y en cuanto tal,
autonomICoS  “seconvierte, tanto en norma fun-
dacional de las instituciones co-

f orman munes, como en norma de inte-

gracién y reestructuracién (o ac-
tualizacién) de la potestad de au-
togobierno de los tres territorios
histéricos”s3.

En definitiva, los Estatutos de
Autonomia se nos presentan como
la expresién del derecho a la auto-
nomia que la Constitucién reco-
noce a las nacionalidades y regio-
nes que integran la Nacién espa-
fiola, y por ello mismo, como las
auténticas normas fundacionales de las Comu-
nidades Auténomas que pueden constituir aqué-
llas a efectos del acceso a su autogobierno.
Una de las cuestiones mds debatidas por la
doctrina ha sido la naturaleza juridica de los
Estatutos. Formalmente, los Estatutos de Auto-
nomia son leyes estatales con el cardcter de
organicas. Ahora bien, el Tribunal se ha encar-
gado en diferentes momentos de puntualizar la
particular naturaleza juridica de los Estatutos,
que desborda con mucho su estricta considera-
cién de leyes estatales de cardcter orgénico.
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“La aprobacién de los Estatutos por una ley
org4nica —nos dird el Tribunal®— no constituye
un simple revestimiento formal de una norma
propiamente autondmica, sino la incorporacidn,
definitiva y decisiva, de la voluntad del legislador
estatal a la configuracién de lo que, por su conte-
nido, constituye la norma institucional bésica de
cada Comunidad”.

A todo ello debe afiadirse que, desde una 6ptica
politica, el Estatuto no es posible sin el acuerdo
o consentimiento de la poblacién afectada, y
como la doctrina, de modo general, se ha puesto
en relieve®, en ese sentido no cabe desconocer el
matiz “paccionado” que existe en el procedimien-
to de elaboracién del Estatuto, asi como en el de
su reforma; esta dltima debe ajustarse a los
tramites fijados en cada Estatuto, requiriendo,
en todo caso, la aprobacién por las Cortes Gene-
rales, mediante ley organica (art. 147.3 CE),
todo lo cual, aparte ya de sustraer al legislador
estatal la disponibilidad sobre estas leyes, con-
fiere a las mismas una especial rigidez superior
a la de las leyes orgdnicas®.

Si a lo expuesto afiadimos que los Estatutos de
Autonomia, como veremos mds adelante, for-
man parte del “bloque de constitucionalidad”, y
por ello mismo, operan como pardmetros de la
legitimidad constitucional de las leyes, com-
prenderemos la particularidad de su naturaleza
juridica®.

La particular naturaleza juridica del Estatuto,
que se nos presenta, pues, como una ley subordi-
nada a la Constitucién, pero superior a cuales-
quiera otras leyes del Estado o de las Comunida-
des, no excluye sino que sirve al tiempo para
explicar por qué nace de cada Estatuto un orde-
namiento secundario (87 bis). Por si ello no,
bastara, cabe recordar que en cuanto por su
contenido se convierte en la “norma institucio-
nal basica” de la Comunidad, ello implica que se
nos presente como norma jerarquicamente supe-
rior dentro del sistema normativo de cada Comus-
nidad.

La remisién del constituyente a los Estatutos de
Autonomia va acompaiiada de la exigencia de un
contenido minimo (art. 147.2 CE). El Tribunal
ha tenido oportunidad de pronunciarse en muy
diferentes ocasiones acerca de los apartados —a/



b/, ¢/ y d/— del que consta aquel precepto.

Con cardcter general, ha precisado que “la re-
serva estatutaria establecida en el art. 147.2 CE
supone no s6lo la concrecién en los correspon-
dientes Estatutos de los contenidos previstos en
el mencionado precepto, sino también el asegu-
ramiento de que los contenidos normativos que
afectan a una cierta Comunidad Auténoma no
queden fijados en el Estatuto de otra Comuni-
dad, pues ello entrafiaria la mediatizacién de la
directa infraordenacién de los Estatutos a la
Constitucién, siendo asi que... ésta constituye el
tnico limite que pesa sobre cada uno de ellos™s.
Parece claro que la predeterminacién del conte-
nido de unos Estatutos por otros en virtud tan
sélo de la contingencia de su momento de apro-
bacién, ampliaria los limites en que han de
enmarcarse los contenidos estatutarios, lo que,
directa peroinequivocamente, redundarfaenla
constriccién de la autonomia de una de las
Comunidades.

El Tribunal ha abordado asimismo de modo
puntualla interpretacién de los apartados en los
que el art. 147.2 CE establece los contenidos
estatutarios minimos.

En su Sentencia 99/1986, el Tribunal se ocupé
del apartado b/, que hace referencia a la necesa-
ria delimitacién de su territorio por el Estatuto
de Autonomia. Tal reserva estatutaria “no sélo
entrafia la definicién del territorio de cada Co-
munidad, sino también las previsiones relativas
asuposible alteracién”. En todo caso, cualquie-
ra que sea la delimitacién del territorio autons-
mico (bien por referencia al 4mbito espacial de
aplicacién de los actos y disposiciones autonémi-
cos, bien por referencia al territorio minimo
como espacio natural), e independientemente de
cudles sean las consecuencias que dicha forma
de delimitacién territorial tenga sobre la even-
tual alteracién del mismo respecto de la exigen-
cia o no exigencia de reforma del estatuto, el
Tribunal, sobre la base de la doctrina antes
expuesta acerca del art. 147.2 CE globalmente
considerado, llega a la conclusién de que “el
Estatuto de una Comunidad no puede regular de
un modo 'completo y acabado' la segregacién y
correspondiente agregacién de los enclaves ubi-
cados en su territorio cuando éstos pertenecen al
de otra Comunidad Auténoma”®.

En la Sentencia 89/1984 se iba a pronunciar
acerca del art. 147.2 ¢/, segtin el cual, los Esta-
tutos deberan contener la sede de las institucio-
nes auténomas propias (ademds de su denomi-
nacién y organizacién).

Segiin los recurrentes, el estatuto de Autonomia
de Castilla y Ledn violaba tal precepto, porque
su art. 3, en lugar de determinar tal sede, pres-
cribia que:
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“Constituidas las Cortes de Castilla y Leén en la
Villa de Tordesillas, en su primera sesién ordina-
ria, la sede o sedes de sus instituciones de auto-
gobierno, por mayoria de dos tercios”.

Parte el Tribunal que de la determinacién del
contenido minimo de los Estatutos que se hace
en el art. 147.2 no se puede deducir una reserva
estatutaria absoluta, tras lo que precisa:

“El precepto contenido en el art. 147.2 ¢/ de la
Constitucién significa sin duda la absoluta exclu-
sién de la norma estatal no estatutaria, perono se
ve razén de afirmar que se ha infringido cuando,
como ocurre en el caso presente, aun no fijandose
la sede por su nombre, se establece qué 6rgano
habra de determinarla, cuando y dénde habra de
hacerlo y con qué mayoria, que es perfectamente
acorde con una interpretacién... que ve en el art.
147.2 ¢/ una reserva estatutaria sélo relativa en
la materia que nos ocupa™!.

Hemos de referirnos por ultimoe a la reforma
estatutaria y su incidencia en la posicién que en
el sistema de fuentes ocupan los Estatutos de
Autonomia.

Comenzaremos a este respecto recordando la
primacia de la Constitucién sobre el resto del
ordenamiento juridico, del que los Estatutos de
Autonomia forman parte; no estamos, pues, ante
leyes constitucionales®, sino antes normas su-
bordinadasala lexlegum, interpretacién respal-
dada inequivocamente por el Tribunal Constitu-
cional en su Sentencia 18/1982:

“El Estatuto de Autonomia -—afirma el Tribu-
nal®®—, al igual que el resto del ordenamiento
juridico, debe serinterpretado siempre de confor-
midad con la Constitucién”.

Esta doctrina ha sido reiterada en numerosisi-
mas ocasiones. Asi, al amparo de la previsién del
art. 147.2 d/, que incluye dentro de los conteni-
dos estatutarios minimos “las competencias asu-
midas dentro del marco establecido en la Cons-
titucién...”, el Tribunal entiende que "los Esta-
tutos de Autonomia deben ser interpretados
siempre dentro de los términos de la Constitu-
cién™*, y en légica sintonia con ello, considera
que “el dnico pardmetro para enjuiciar la vali-
dez constitucional de una disposicién incluida
en un Estatuto de Autonomia es la propia Cons-
titucion”™®s,

Sentado este principio, hemos de recordar, como
ya dijimos, que los Estatutos gozan de un rigidez
superior a la de las leyes orgénicas.

Ello deriva del cauce constitucionalmente pre-
visto para sureforma por el art. 152.2 CE, a cuyo
tenor:



“Una vez sancionados y promulgados los respec-
tivos Estatutos, solamente podrédn ser modifica-
dos mediante los procedimientos en ellos estable-
cidos y con referéndum entre los electores inscri-
tos en los centros correspondientes”.

Sélo respetando este cauce constitucional, a la
par que su concreto desarrollo estatutario en
cada caso podra modificarse un Estatuto, lo que
le convierte en inatacable por cualquier otra
norma legal estatal o autonémica. Asi los ha
reconocido el Tribunal Constitucional en su Sen-
tencia 36/1981, dictada en el recurso de incons-
titucionalidad 185/1981, promovido por el Presi-
dente del Gobierno contra la Ley de la Comuni-
dad Auténoma del Pais Vasco 2/1981, de 12 de
febrero, sobre “reconocimiento de derechos de
inviolabilidad e inmunidad de los miembros del
Parlamento Vasco”, ley que, segin el Tribunal,
modificaba sustancialmente el sistema sancio-
nado en el estatuto de Autonomia del Pais Vasco
en la parte relativa a la inmunidad de los miem-
bros del Parlamento de dicha Comunidad Auts-
noma®.

La apreciaci6n de esa reforma estatutaria por el
Tribunal, le conduce a la siguiente conclusién:

“En la medida en que en el caso que examinamos
la Comunidad Auténoma del Pais Vasco ha dicta-
do una ley sin acudir al tramite de la modificacién
del Estatuto de Autonomia, ha vulnerado tantola
Constitucién —arts. 147.3 y 152.1— como el pro-
pio Estatuto vasco, siendo, en consecuencia, di-
cha ley inconstitucional y antiestatutaria, califi-
cacién esta dltima que, en realidad, queda com-
prendida en la anterior™.

Destacaremos tan sélo la equiparacién que el
Tribunal efectia entre la vulneracién de la
Constitucién y la conculcacién del Estatuto; esta
iltima queda comprendida en lo anterior; esto
es, violar el Estatuto de Autonomia es tanto
como infringir la Constitucién. Conecta esta
interpretacién con la llamada doctrina del “blo-
que de constitucionalidad”, ala que nos referire-
mos més adelante.
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Espaiia de las Autonomias. Madrid, 1980. pp. 104-105.

? Lépez Rod6, Laureano: Las Autonomias, Encrucijada de Espa-
fa. Editorial Aguilar. Madrid, 1980. p. 24.

4 Clavero Arévalo, Manuel: Igualdad, Uniformidad y Variedad
en el Tratamiento Constitucional de las Autonomias. Insti-
tuto de Desarrollo Regional, Universidad de Granada. Gra-
nada, 1979. pp. 10-11.

$Vandeli, Luciane: El Ordenamiento Espafiol en las Comunida-
des Auténomas. Instituto de Estudios de Administracién
Local. Madrid, 1982. p. 124. En el mismo sentido, Gémez de
las Roces, Hipdlito: Los regimenes preautonémicosy la Cons-
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titucion. En el colectivo: La Constitucién Espafola y las
Fuentes del Derecho, vol II. Instituto de Estudios Fiscales.
Madrid, 1979. p. 954.

6 Pérez Royo, Javier: Reflexiones sobre la contribucién de la
jurisprudencia constitucional a la construccién del Estado
autonémico. En Revista de Estudios Politicos, n® 49, enero-
febrero 1986. p. 9.

7 Aja, Eliseo y Otros: El Sistema Juridico de las Comunidades
Auténomas. Editorial Tecnos. Madrid, 1985. pp. 76-77.

8 Pérez Royo, Javier: Op. Cit, p. 9.

% En el anélogo sentido, Tornos, Joaquin y Aja, Eliseo y Otros:
Informe sobre las Autonomias. Civitas. Madrid, 1988. p. 32.

1 Cruz Villalén, Pedro: La estructura del Estado o la curiosidad
deljurista persa. En: Revista de la Facultad de Derechode la
Universidad Complutense, n? 4 (monografico sobre las Co-
munidades Auténomas), 1981. pp. 53 y ss., en concreto p. 59.

It Garcia de Enterria, Eduardo: Estudios sobre Autonomias
Territoriales. Civitas. Madrid, 1985. p. 108.

12 Pérez Royo, Javier: Op. Cit., p. 11.

13 Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante STC) 4/
1981, de 2 defebrero, fundamentojuridico{ en adelante fund.
jur.) 3%

14 A tenor del art. 137 CE: “El Estado organiza territorialmente
en municipios, en provincias y en las Comunidades Auténo-
mas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de
autonomia para la gestién de sus respectivos intereses”.

15 STC 29/1981, de 24 de julio, fund jur. 5%, ad initio.

18 Asfla STC 1/1982, de 28 de enero, fund. jur. 1% Se afirma aquf{
que nuestro Estado tiene “una estructura interna no unifor-
me, sino plural o compuesta desde el punto de vista de su
organizacién territorial (Titulo VIII CE).

7 Aragén Reyes, Manuel: Comunidades Auténomas y Tribunal-
Constitucional. En el colectivo: Organizacién Territorial del
Estado (Comunidades Auténomas), vol. I. Instituto de Estu-
dios Fiscales. Madrid, 1984. pp. 459y ss., en concreto p. 476.

18 Cfr. al respecto, Ferndndez Segado, Francisco: La autonomia
local: su naturaleza y caracterizacién jurisprudencial. En:
Organizacién Territorial del Estado (Administracién Local),
vol.I1.IEF.Madrid, 1985.pp. 1267 y ss.,en concreto pp. 1271-
1275.

18 STC 76/1983, de 5 de agosto, fund. jur. 2¢ a/.

% Fn la propia Sentencia 76/1983, de 5 de agosto (fund. jur. 13),
el Tribunal se pronuncia atin mé4s nitidamente, al reconocer
“la necesidad de hacer compatibles los principios de unidad
yautonomia enla que se apoya laorganizacién territorial del
Estado constitucionalmente establecida”,

2 STC 25/1981, de 14 de julio, fund. jur. 3%

2 STC 32/1981, de 28 de julio, fund. jur. 32

3 STC 4/1981, de 2 de febrero, fund. jur. 32

% Mufioz Machado, Santiago: Derecho Publico de las Comuni-
dades Aut6nomas, t. I. Civitas. Madrid, 1982. p. 167.

# Trujillo Ferndndez, Gumersindo: Comentario sobre el Titulo
VIII: la organizacién territorial del Estado. En el colectivo:
Constitucién Espafiola, Edicién Comentada. CEC. Madrid,
1979. p. 276.

26 STC 4/1981, de 2 de febrero, fund. jur. 3%

7 STC 25/1981, de 14 de julio, fund. jur. 32

% STC 25/1981, de 14 de julio, fund. jur. 3%

2 STC 32/1981, de 28 de julio, fund. jur. 3°

3 En tal sentido Aragén Reyes, Manuel: Op. Cit., p. 479.

31 Aja, Eliseo y Otros: Op. Cit., p. 80.

32 STC 4/1981, de 2 de febrero, fund. jur. 32

3 STC 6/1982, de 22 de febrero, fund. jur. 72,

3 STC 25/1981, de 14 de julio, fund. jur. 32

3 Voto particular suscrito por los Magistrados Sres. LaTorre,
Diez de Velasco, Tomds y Valiente y Ferndndez Viagas,
apartado 3°.

3 Aja Eliseo y Otros: Op. Cit., pp. 83-84.

37 STC 37/1981, de 16 de noviembre, fund. jur. 12

3 Asilo constata Trujillo, Gumersindo (La forma territorial del
Estado en la Constitucién espariola de 1978. En el colectivo:
Las Autonomias de Espafia. CESEDEN. Madrid, 1982.pp. 75
y 8s., en concreto pp. 83-84.), para quien el Tribunal Consti-
tucional ha ratificado tal situacién de prevalencia, al consi-
derar el principio de unidad como el principio rector de las



relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas.

% En andlogo sentido, Aragén Reyes, Manuel: Op. Cit., p. 481.

4 8TC 32/1981, de 28 de julio, fund. jur. 5%

41 8TC 32/1981, de 28 de julio, fund. jur. 5°.

42 Para un enfoque mas amplio, cfr. Ferndndez Segado, Francis-
co: Los principios inspiradores de la organizacién territorial
del Estado en la jurisprudencia constitucional. En el colecti-
vo: Organizacién Territorial del Estado(Comunidades Auté-
nomas), vol. IL. IEF. Madrid, 1984. pp. 1053 y ss., en concreto
pp.1095-1103.

13 STC 22/1981, de 2 de julio, fund. jur. 3%

4 8TC 34/1981, de 10 de noviembre, fund. jur. 3%

4 STC 76/1983, de 5 de agosto, fund. jur. 2°.

46 8TC 76/1983, de 5 de agosto, fund. jur. 2%

47 Thidem.

8 “El principio constitucional de igualdad —manifestara en
otro momento el Tribunal (STC 37/1987, de 26 de marzo,
fund. jur. 10— no impone que todas las Comunidades
Auténomas ostenten las mismas competencias, ni, menos
ain, que tengan que ejercerlas de una manera o con un
contentdo y unos resultados idénticos o semejantes. La auto-
nomia significa precisamente la capacidad de cada nacio-
nalidad o regién para decidir cudndo y cémo ejercer sus
propias competencias, en el marco de la Constitucién y del
estatuto”.

49 8TC 25/1981, de 14 de julio, fund. jur. 5.

50 STC 37/1981, de 16 de noviembre, fund. jur. 2¢.

’ Ibidem.

52 STC 42/1981, de 22 de diciembre, fund. jur. 57,

33 STC 37/1981, de 16 de noviembre, fund. jur. 2°.

3 8§TC 25/1981, de 14 de julie, fund. jur. 3*.

% STC 1/1982, de 28 de enero, fund. jur. 1%

% Aja, Eliseo y Otros: Op. Cit., pp. 85-86.

5 STC 1/1982, de 28 de enero, fund. jur. 1*.

% Ibidem.

% STC 96/1984, de 19 de octubre, fund. jur. 3%

8 STC 29/1986, de 20 de febrero, fund. jur. 4*.

& Ibidem.

%2 STC 88/1986, de 1 de julio, fund. jur. 6°

% En analogo sentido se manifiesta Mufioz Machado, Santiago:
Derecho Piiblicode las Comunidades Auténomas, t.I. Civitas.
Madrid, 1982. pp. 189-192.

% STC 37/1981, de 16 de noviembre, fund. jur. 2°

% STC 88/1986, de 1 de julio, fund. jur. 6%

% STC 16/1984, de 6 de febrero, fund. jur. 2%

87 STC 16/1984, de 6 de febrero, fund. jur. 2 in fine.

% STC 100/1984, de 8 de noviembre, fund. jur. 2°.

6 STC 100/1984, de 8 de noviembre, fund. jur. 3%

7 Ibidem.

M STC 76/1983, de 5 de agosto, fund. jur. 2* a/.

"2 Bl art. 150.3 CE contempla la posibilidad de que el Estade
pueda dictar leyes que establezcan los principios necesarios
paraarmonizar las disposiciones normativas de las Comuni-
dades Auténomas, aun en el caso de materias atribuidasala
competencia de éstas, cuando ast lo exija el interés general.

3 A tenor del art. 146 CE: “El proyecto de Estatuto sera

elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de

la Diputacién u érgano interinsular de las provincias afecta-
das y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y sera
elevado alas Cortes Generales para su tramitacién como ley”

(ley orgdnica segtin el art. 81.1 CE).

De conformidad con el inciso inicial del art. 143.2 CE: “La

iniciativa del proceso autonémico corresponde a todas las

Diputaciones interesadas o al érgano interinsular corres-

pondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya

poblacién represente, al menos, la mayoria del censo electo-
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ral de cada provincia o isla”.

73 STC 89/1984, de 28 de setiembre, fund. jur. 5%

"6 Véase su texto en la nota n® 73.

" STC 76/1988, de 26 de abril, fund. jur. 5%

" Atenor de la Disposicién adicional primera: “La Constitucién
ampara y respeta los derechos histéricos de los territorios
forales. La actualizacién general de dicho régimen foral se
llevara a cabo, en su caso, en el marco de la Constitucién y de
los Estatutos de Autonomia”.

" 8TC 76/1988, de 26 de abril, fund. jur. 3%

% yaen la Sentencia 123/1984,de 18 de diciembre (fund. jur. 39),
el Tribunal manifestaba que: “La idea de derechos histéricos
de las comunidades y territorios forales, a que alude la
Disposicién adicional primera de la Constitucién, no puede
considerarse como un titulo auténomo, del que puedan dedu-
cirse especificas competencias, pues la propia disposicién
adicional manifiesta con toda claridad que la actualizaciéon
general de dicho régimen foral se ha de llevar a cabo en el
marco de la Constitucién y de los Estatutos de Autoniomia...”.

81 STC 76/1988, de 26 de abril, fund. jur. 4%

8 En su Sentencia 32/1981, de 28 de julio (fund. jur. 39), el
Tribunal se manifestaria como sigue: “La garantia institu-
cional no asegura un contenido concreto 0 un ambito compe-
tencial determinado y fijado de una vez por todas, sino la
preservacién de una institucién en términos recognoscibles
para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en
cada tiempo y lugar”.

8 STC 76/1988, de 26 de abril, fund. jur. 5°.

8 STC 99/1986, de 11 de julio, fund. jur. 6°.

8 Véase por todos, Alonso de Antonio, José Antonio: El Estado

Autonémico y el Principio de Solidaridad como Colaboracién

legislativa, vol. [. Congreso de los Diputados. Madrid, 1986.

pp. 471-472.

La exigencia de concurrencia de dos instancias permite

afirmar, segun Eliseo Aja (Op. Cit., p. 103), que la reforma

“ordinaria” de los Estatutos de Autonomia (que se contrapo-

ne a la “extraordinaria”, circunscrita al supuesto de que la

reforma provenga de una revisién constitucional) tiene ca-
récter “paccionado”.

87 Andloga es la tesis de Garcia de Enterria, Eduardo: Estudios
sobre Autonomias Territoriales. Civitas. Madrid, 1985. pp.
294 y ss., en especial pp. 298-300.

% bis En el mismo sentido, Mufioz Machado, Santiago: Op. Cit.,
t.1,p. 287.

8 STC 99/1986, de 11 de julio, fund. jur. 6°.

8 STC 99/1986, de 11 de julio, fund. jur. 4°.

9 STC 99/1986, de 11 de julio, fund. jur. 62

1 STC 89/1984, de 28 de septiembre, fund. jur. 7°.

2 Fin andlogo sentido Aja, Eliseo: Op. Cit., p. 103.

% STC 18/1982, de 4 de mayo, fund. jur. 1%

% STC 69/1982, de 23 de noviembre, fund. jur. 1%

9 STC 99/1986, de 11 de julio, fund. jur. 4%

% Mientras el estatuto garantiza exclusivamente en relacién
con el status de tales parlamentarios que “no podran ser
detenidos ni retenidos, sino en caso de flagrante delito”, lo
que supone el reconocimiento de una inmunidad parcial o
limitada en relacién con los actos delictivos cometidos por
aquéllos, la Ley 2/1981 amplia esa prerrogativa, de manera
que la convierte en una inmunidad plena o completa, ya que
segun su art. 2.1, los miembros del Parlamento Vasco “no
podrén ser inculpados ni procesados, sin la previa autoriza-
cién del Parlamento Vasco”. Entiende el Tribunal que “tal
ampliacién de la inmunidad por una Ley de la Comunidad
Auténoma Vasca supone la modificaciéon del Estatuto de
Autonomia”.

9 STC 36/1981, de 12 de noviembre, fund. jur. 4%, in fine.
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